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RECURSO DE REVISIÓN  383/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 


ÓSCAR VILLALPANDO DEVO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE SU RECTOR Y OTRA AUTORIDAD.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 21 veintiuno de febrero de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00476316 cero, cero, cuatrocientos setenta y seis mil trescientos dieciséis, el 13 trece de octubre de 2016 dos mil dieciséis la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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REPORTE

Sistema de Solicitudes de Informaci6n del Estado de San Luis Potosi

£Qué pregunts el solicitante?

Archivo adjunto de la solicitud

£Qué le respondieron? Datos del recurso de revision

Comision Estatal de Garantia de Acceso a la Informacion Publica

[Con fundamento en Io dispuesto en los articulos 1, 6 y 8 de la Constitucion
Politica de Los Estados Unidos Mexicanos; Articulos 6, 8, 13, 16y 17, 57y

|demés relativos aplicables de Ia Ley General de Transparencia y Acceso a la

A

(No hay archivo adjunto)

Regresar al reporte





Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos; Artículos 6, 8, 13, 16 y 17, 57 y demás relativos aplicables de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP); artículos 1 al 19, 26, 27, 62, 67, 68, 73, 75, 76, 77, 80, 81, 82, 84, y demás relativos aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado (LTAIPE) de San Luis Potosí; por este medio solicito se me ponga a la vista para la consulta y se me proporcione copia simple y certificada de la siguiente Información Pública de Oficio:
1.- Todos y cada uno de los documento que comprueben y acrediten la fecha exacta en la que fueron dadas de alta en la nómina de la UASLP los siguientes familiares del actual rector Manuel Fermín Villar Rubio y que laboran en las siguientes áreas al interior de la UASLP.
Jefe de Relaciones Publicas y Catedrática de la Facultad del Habitad, Gladis Farías de Villar.
Dirección de Imagen y Promoción Institucional, Gladis Villar Farías. 
Departamento de Diseño y Construcción de Espacios, Sofía Villar Farías.
Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración, Jonathan Corpi Navarro.
2. Todos y cada uno de los nombramientos de: 
Gladis Farías de Villar, Jefe de Relaciones Públicas 
Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad.
Gladis Villar Farías, Dirección de Imagen y Promoción Institucional. 
Sofía Villar Farías, Departamento de Diseño y Construcción de Espacios.
Jonathan Corpi Navarro, Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración.
Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.
3.- Todas y cada una de las percepciones de cualquier tipo y rubro que han percibido, desde que fueron dados de alta en la nómina de la UASLP los siguientes familiares del actual rector Manuel Fermín Villar Rubio y que laboran en las siguientes áreas al interior de la UASLP.
Gladis Farías de Villar, Jefe de Relaciones Públicas 
Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad.
Gladis Villar Farías, Dirección de Imagen y Promoción Institucional. 
Sofía Villar Farías, Departamento de Diseño y Construcción de Espacios.
Jonathan Corpi Navarro, Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración.
4.- Todas y cada una de las hojas de actividades con sellos y firmas acorde a lo establecido en el artículo 57 del contrato de las condiciones gremiales del personal académico de la UASLP de Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.
5.- Todas y cada una de las evaluaciones, estipuladas bajo el programa PROMEP, a las que fueron sometidos Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.
6. De ser el caso, solicito la convocatoria y los exámenes de oposición mediante los cuales Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad, obtuvieron las plazas respectivas como docentes, académicos, profesores, profesores tiempo completo o como se denomine la plaza al interior de la UASLP.
Por lo expuesto y fundado, atentamente pido:
ÚNICO.-. Se sirva proveer y/o acordar con lo solicitado en el cuerpo del presente escrito.
PROTESTO LO NECESARIO
San Luis Potosí, S.L.P., a 13 de Octubre de 2016.

SEGUNDO. Ampliación del plazo para dar respuesta. De acuerdo con  la Plataforma Nacional de Transparencia, el 27 veintisiete de octubre de 2016 dos mil dieciséis el sujeto obligado utilizó la ampliación del plazo para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. Como se observa a continuación
.
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TERCERO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 11 once de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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““ Sistema de Solicitudes de Informacién del Estado de San Luis Potosi

SISTEMA INFOMEX

£Qué pregunts el solicitante? Datos del recurso de revision

£Qué le respondieron?

Descripcién de la respuesta ter

1 En atencion a su solicitud realizada via la plataforma nacional de transparencia |
lel 13 de octubre del 2016, se envia a manera de notificacion en archivo
|adjunto en formato PDF, el acuerdo de fecha de 11 de noviembre del 2016, V|

REPORTE

Archivo adjunto de respuesta terminal

Capacidad Max. 30MB Rilidooz exe. 788-Ta15.1-273-2016.pdf

Regresar al reporte




En atención a su solicitud realizada vía la plataforma nacional de transparencia el 13 de octubre del 2016, se envía a manera de notificación en archivo adjunto en formato PDF, el acuerdo de fecha de 11 de noviembre del 2016, correspondiente al expediente interno 788-TA15.1-273-2016, folio PNT 00476316, el cual da respuesta a su solicitud de información.
UNIDAD DE ENLACE, TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN  DE LA UASLP
Álvaro Obregón # 64 Col. Centro CP 7800 - enlace@uaslp.mx
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Expediente: 788UIP/TA15.1/273-2016

Solicitantes (]

San Luis Potosi, S,L.P., 10 diez de noviembre de 2016 dos mil
dieciséis. Visto el estado procesal que guarda el presente asunto, se
procede a emitir respuesta a la solicitud electrénica a través del Sistema
Nacional de Transparencia, de fecha 13 trece de octubre de 2016 dos mil

:30 horas, a nombre de= folio

00476316, recibido en la Unidad de Transparencia el mismo dia, por lo

dieciséis, a las 1

que se pone del conocimiento del solicitante lo siguiente:

Tomando en cuenta que el peticionario solicita diversa informacién de
personas especificas, en conformidad al criterio 01/2016, emitido por el
Comité de Transparencia de la Universidad Auténoma de San Luis Potosi
de fecha 7 siete de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, mediante el cual
se instruye a la Unidad de Transparencia para su aplicacién en proteccién
de datos personales, el cual dentro de sus considerandos establece:

“ ... Con ello, se observa que debe entenderse como dato personal cualquier
informacién que haga identificable a una persona y que dentro de esa categoria
general, existen categorias especificas que pueden afectar en mayor medida su
intimidad. Ello confirma la idea de que el nombre constituye un dato personal, no
encuadrado en la figura de dato personal sensible, pero si como informacion que hace
identificable a una persona.

Al tenor del referido contexto normativo, se advierte que son datos personales toda
aquella informacién concerniente a una persona fisica identificada o identificable
relacionada con cualquier aspecto que afecte su intimidad, entre otros, los relativos a
su patrimonio y, tendrén el caracter de informacion confidencial, cuando en términos
de lo previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Informacion Pibiica del Estado
de San Luis Potosi, su difusion, distribucion o comercializacion requiera el
consentimiento de los individuos a los que pertenezcan

En ese orden de ideas, de la interpretacion sistematica de los preceptos antes
transcritos es valido concluir que en términos de lo dispuesto en el ordenamiento en
cita, los datos personales de las personas fisicas tienen, como regla general, el
caracter de confidenciales, existiendo al respecto diversas excepciones.

Ante ello, para determinar si la informacion enunciada en una solicitud de informacién
cuando se refiere a una persona identificada plenamente a través de su nombre, es
publica o parcialmente confidencial, este Comité debe analizar si en ella constan datos
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CUARTO. Interposición del recurso. El 19 diecinueve de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, mediante registro RR00043816 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta mencionada en el punto anterior, mismo que al día siguiente de ese mes quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

QUINTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 23 veintitrés de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

SEXTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 25 veinticinco de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-383/2016-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ por conducto del RECTOR a través del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.


SÉPTIMO. Omisión de rendir informe de los sujetos obligados. Por proveído del 11 once de enero de  2017 dos mil diecisiete la ponente del presente asunto tuvo por omisos tanto a los sujetos obligados, como al recurrente,  en virtud de que no rindieron alegatos, por lo tanto, se les tuvo por omisos en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes. 


Por otra parte, la ponente del presente asunto en cumplimiento a los acuerdo del Pleno CEGAIP-198/2016 y CEGAIP-199/2016 del 14 catorce de julio de 2016 dos mil dieciséis, amplió el plazo para resolver.

Por último, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 
TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a aquél a quien le pudiese causar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 11 once de noviembre de 2016 dos mil dieciséis el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 14 catorce de noviembre al 5 cinco de diciembre. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 12 doce, 13 trece, 19 diecinueve, 20 veinte, 21 veintiuno, 26 veintiséis, 27 veintisiete de noviembre, 3 tres y 4 cuatro de diciembre. 

· Consecuentemente si el 22 veintidós de noviembre de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.  


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los entes obligados en virtud de que, a pesar de que fueron omisos en rendir su informe, la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida al aquí sujeto obligado.


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.

SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  

7.1. Agravio.
Ahora, esta Comisión de Transparencia establece que el motivo de inconformidad del recurrente en donde alega que la información es pública resulta fundado y suficiente para acceder a la misma, ello de conformidad con la jurisprudencia P./J. 3/2005 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, febrero de 2005, Novena Época,  tomo XXI, página 5, Materia común
. 
Ante todo, es necesario precisar que la autoridad no negó la información por no poseerla sino porque de acuerdo a ella esa información es confidencial.
De ahí para ello, es necesario que está Comisión de Transparencia analice ciertos marcos teóricos, de acuerdo con lo siguiente.
Datos personales e información confidencial.

Así es necesario hacer el estudio de qué son los datos confidenciales e información confidencial previstos en la legislación que nos aplica.

El artículo 6, cuarto párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

Artículo 6o. 

[…] 

Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

[…]

II.  La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

Aunado al anterior precepto, también en nuestra Constitución Federal está contemplado el segundo párrafo del artículo 16 que refiere:

Artículo 16…

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.
Por su parte, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí en su artículo 17, fracción III, refiere que:

ARTICULO 17. 

[…]

III. El sistema para garantizar el acceso a la información pública. En el Estado de San Luis Potosí es derecho humano de todas las personas, conocer y acceder a la información pública, con las excepciones previstas en esta Constitución, y en la ley de la materia.
Es decir, que el legislador local, en esencia, estableció como límites en el derecho de acceso a la información, en el caso, el derecho a la privacidad de los particulares.

Por ende, debe dejarse en claro que el derecho a la información consagrado en el cuarto párrafo del artículo 6 del Pacto Federal; 17 fracción III, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí y 1 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en las leyes mencionadas en lo que se refiere al respeto tanto a los intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de información que se conoce en la doctrina como información confidencial, figura que está prevista en nuestra legislación local.

Así, en nuestra Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, está contemplada la excepción al principio de máxima publicidad, que es cuando se está en presencia de la información confidencial contemplada en los artículos 3°, fracciones XI y XVII, 24, fracción VI, 113 y en el Título Quinto, capítulo III, de la Ley de Transparencia. 

Por tanto, la información confidencial es aquella relativa al contenido esencial del derecho a la privacidad, del derecho a la intimidad, el derecho al honor, el derecho a la propia imagen y el secreto profesional del ejercicio de ciertos gremios que verifican un contacto con estos bienes jurídicos objeto de protección y, el grado de protección de la información confidencial es jurídicamente reforzado y obligatorio su tratamiento como información delicada o sensible si se refiere a los derechos subjetivos públicos señalados.
Por lo tanto, la definición de dato personal es toda información sobre una persona física identificada o identificable, como es la relativa a su origen étnico o racial, características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, correo electrónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, afiliación sindical, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, información genética, preferencia sexual, y otras análogas que afecten su intimidad y, que se considera identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directamente o indirectamente, en particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social.

Así pues, la ratio legis de esa función protectora del dato personal e información confidencial atiende a la sustancia de la información, que consta de elementos subjetivos y objetivos que, unidos o aislados, revelan a los titulares de dicha información a consecuencias inadmisibles y/o convenientes.

En esa tesitura las fracciones IX y XVII del artículo 3°, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado definen qué son los datos personales e información confidencial, según se expone a continuación.

ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]

XI. Datos personales: toda información sobre una persona física identificada o identificable, como lo es la relativa a su origen étnico o racial, características físicas, morales o emocionales, a su vida afectiva y familiar, domicilio, número telefónico, correo electrónico, patrimonio, ideología y opiniones políticas, afiliación sindical, creencias o convicciones religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos o mentales, información genética, preferencia sexual, y otras análogas que afecten su intimidad.

Se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social;

[…]

XVII. Información confidencial. la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales; la que se refiere a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; así como aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a entregarla con ese carácter; y toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales;

Lo anterior se ejemplifica en la tabla siguiente.

	Los datos personales son toda la información sobre una persona física identificada e identificable y que es la relativa a:
	Y que la información confidencial es aquélla en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales, tales como las que se refieren a:


	1. Su origen:



a) Étnico.



b) Racial

2. Características:



a) Físicas.



b) Morales.



c) Emocionales.

3. Vida:



a) Afectiva.



b) Familiar.

4. Domicilio.

5. Número telefónico.


6. Correo electrónico.

7. Patrimonio.

8. Ideología y opiniones políticas.

9. Afiliación sindical.

10. Creencias.

11. Convicciones:



a) Religiosas.



b) Filosóficas.

12. Estados de salud:



a) Físicos.



b) Mentales.

13. Información genética.

14. Preferencia sexual, y otras análogas que afecten su intimidad.

Y que se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su identidad física, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social.
	1. Los secretos:

                           a) Bancarios.

                           b) Fiduciario.

                           c) Industrial. 

                           d) Comercial. 

                           e) Fiscal. 

                           f) Bursátil y,

                           g) Postal.

Lo anterior cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional así como a  sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos. 

2. Aquella información que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a entregarla con ese carácter.

3. Además toda información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la:

                           a) Privacidad.

                           b) Intimidad.

                           c) Honor y 

                           d) dignidad.

Que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales.




Bajo esas premisas se desprende que esas definiciones que hace la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado respecto a los datos personales como  información confidencial son los que reclaman una protección mayor, pues constituyen cualquier información que se encuentre íntimamente relacionada con el honor, la reputación y la dignidad de las personas, y sea susceptible de causar una seria afectación en los mismos, por lo que de este precepto jurídico se colige que cualquier información que revele las características físicas, morales o emocionales, opiniones políticas, convicciones religiosas o  filosóficas, afiliación política, o información referente a la salud o vida sexual y que son datos que requieren una incuestionable protección por parte de los entes obligados que los gestionan o tratan.

Protección de la información confidencial y de datos personales

Por tanto, si la anterior información si se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que éstos no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales.

En efecto, de estos límites del derecho de acceso a la información pública, en este asunto se estudia los datos personales e información confidencial que verifican un contacto con estos bienes jurídicos objeto de protección y, el grado de protección de la información confidencial es jurídicamente reforzado y obligatorio su tratamiento como información delicada o sensible si se refiere a los derechos subjetivos públicos señalados.

Lo anterior se afirma porque todos los datos mencionados deben tener un nivel crítico de protección, es decir, una protección mayor y es por ello que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado tiene por objeto proteger este tipo de datos contemplados en las fracciones XI y XVII del artículo 3º de la ley en cita, y que los entes obligados tienen el deber de resguardar y proteger de forma adecuada, pues para ello los artículos 114, último párrafo, 138, primer y segundo párrafo, 142, primer párrafo de la Ley de Transparencia, respectivamente, ponen de manifiesto:

ARTÍCULO 114. 

[…]

Los titulares de las Áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en, la Ley General y esta Ley.
ARTÍCULO 138. Se considera información confidencial la que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o identificable.
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los Servidores Públicos facultados para ello…

ARTÍCULO 142. Para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a información confidencial requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información.
Por lo que en atención a estos preceptos legales, se colige que los entes obligados tienen el deber y la obligación no sólo de resguardar, sino también de proteger los datos personales y sólo darles el uso para el cual específicamente fueron recabados, pudiendo únicamente darles otro tratamiento o hacerlos públicos, con el consentimiento expreso o la autorización de su titular.

 Además, el artículo 142 de la citada legislación, señala que únicamente en determinados supuestos, se podrá difundir información confidencial sin el consentimiento de los titulares de la misma, ya que este numeral establece:

ARTÍCULO 142. Para que los sujetos obligados puedan permitir el acceso a información confidencial requieren obtener el consentimiento de los particulares titulares de la información. 
No se requerirá el consentimiento del titular de la información confidencial cuando: 
I. La información se encuentre en registros públicos o fuentes de acceso público; 
II. Por ley tenga el carácter de pública; 
III. Exista una orden judicial; 
IV. Por razones de salubridad general, o para proteger los derechos de terceros, se requiera su publicación, o 
V. Cuando se transmita entre sujetos obligados y entre éstos y los sujetos de derecho internacional, en términos de los tratados y los acuerdos interinstitucionales, siempre y cuando la información se utilice para el ejercicio de facultades propias de los mismos. 
Para efectos de la fracción IV del presente artículo, la CEGAIP deberá aplicar la prueba de interés público. Además, se deberá corroborar una conexión patente entre la información confidencial y un tema de interés público y la proporcionalidad entre la invasión a la intimidad ocasionada por la divulgación de la información confidencial y el interés público de la información.
Por lo que en atención a lo dispuesto por este artículo, se infiere que al caso que nos ocupa no resulta aplicable ninguna de las excepciones contenidas en las fracciones que integran el artículo 142. 

Así pues, para hacer pública esa información confidencial, se requiere necesariamente su autorización expresa, lo que en el presente caso no está demostrado este supuesto.

Ante tal circunstancia, las entidades, servidores públicos y demás entes obligados, deben resguardar toda la información de carácter personal, que tendrá la calidad de confidencial, y no podrán entregarla a quien la solicite, salvo autorización expresa de la persona directamente afectada que se trate de información que resulte estrictamente necesaria para proteger la vida y seguridad de otras personas y que la administración, procesamiento, actualización y resguardo de datos personales deberán realizarse con estricto apego a estos fines, ya que los servidores públicos a cargo están obligados a guardar confidencialidad, respecto de la información que manejen y que cualquier violación a este precepto será objeto de responsabilidad.

Excepciones a la regla en el tratamiento de los datos personales e información confidencial. 

Es necesario precisar que en el tratamiento de la anterior información tampoco es absoluta, pues existen casos en los que, las personas y los servidores públicos revisten un tratamiento menor de esa protección, con la condicionante de que reciban cualquier beneficio o derecho del erario público de conformidad con el artículo 1°, segundo párrafo, 3°, fracciones XVII y XXXV, 6° y 23 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado que refieren:

ARTÍCULO 1°… 
Tiene por objeto transparentar el ejercicio de la función pública y establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal. 
ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
 […]
XVII. Información confidencial. la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales; la que se refiere a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; así como aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a entregarla con ese carácter; y toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales;
[…]

XXXV. Sujetos Obligados: cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Ejecutivo; Legislativo; y Judicial; órganos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal;
ARTÍCULO 6°. El Estado garantizará el efectivo acceso de toda persona a la información en posesión de cualquier entidad, autoridad, órgano y organismo de los poderes, Ejecutivo; Legislativo; y Judicial; municipios; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.
ARTÍCULO 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder: cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes; Ejecutivo, Legislativo, y Judicial, y municipios, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier persona física, moral o sindicatos que reciban y ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.
Esto es que, no debe de confundirse el tratamiento por parte del ente obligado sobre los datos personales e información confidencial de cualquier persona que esté en posesión de éste, con el tratamiento que el ente obligado debe de dar sobre ciertos datos personales cuando se trate de cualquier persona física o moral que reciba cualquier ganancia, prestación, exención o prerrogativa que implique un beneficio económico particular a costa del erario, sea en numerario, en especie, o en tratamientos especiales, pues ya que de ser así quedará por el solo hecho de recibirlos, sujeta al derecho de acceso a la información pública, ya que el ente obligado debe de atender al principio de máxima publicidad cuando se trate de toda la información relativa al empleo de recursos públicos, pues dichas personas físicas o morales aceptan que toda la información relacionada con esas prestaciones es pública, precisamente por la circunstancia de que se beneficias con recursos públicos y, al hacer esto resulta evidente la aplicación de los artículos citados  de la Ley de Transparencia que en esencia establecen que cualquier persona podrá acceder a la documentación e información que tenga relación con el uso de recursos públicos y, evidentemente con la condicionante de que tampoco debe de dar datos personales e información que resulte excedida.

Rendición de cuentas.

La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado tiene como fin esencial, brindar acceso a la información pública gubernamental, para garantizar una adecuada fiscalización y rendición de cuentas de las autoridades entendida ésta –el término proviene de la traducción de la palabra anglosajona accountabilty– como la obligación de rendir cuentas, es decir el estado  de ser sujeto a reportar, explicar o justificar. 

Así desde el punto de vista socio-político, el término rendición de cuentas, es entendido como la obligación de todos los servidores públicos de justificar o explicar su actuar ante el público, o la conducta del funcionario público de dar cuenta del quehacer público, es decir, la obligación imperativa que tienen los miembros que conforman el aparato administrativo del Estado de mantener informado con veracidad a los signantes del pacto social siempre y cuando esa información conste con antelación en un documento –cualquiera que sea su soporte–.

Lo dicho tiene sustento en los artículos 2°, fracción V, 3°, fracción IX, 34, fracciones XIII y XLI  de la Ley de Transparencia y, de ahí que, la rendición de cuentas sea de suma importancia en el derecho a la información. 

Máxime que en la especie el quehacer de la autoridad debe de tener un soporte contenido en su acervo documental de conformidad con el artículo 7°  fracción I, de la Ley de Archivos del Estado, ya que se trata de actos de autoridad. 

De lo anterior se desprende que esta acepción socio-política, presupone un derecho y una obligación, éste último radica en que los funcionarios públicos que integran al aparato de gobierno, tienen la obligación de mantener informados a la sociedad sobre su actuar, y por el otro lado, está el derecho de la sociedad –entendida en su aspecto amplio– de estar informada, lo cual implica el derecho de recibir o buscar toda clase de información. 

Lo expuesto, además tiene sustento en la jurisprudencia P./J. 54/2008 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII,  Página 743, Junio de 2008, Materia Constitucional, Novena Época, cuyo rubro y texto es: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL. El acceso a la información se distingue de otros derechos intangibles por su doble carácter: como un derecho en sí mismo y como un medio o instrumento para el ejercicio de otros derechos. En efecto, además de un valor propio, la información tiene uno instrumental que sirve como presupuesto del ejercicio de otros derechos y como base para que los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento institucional de los poderes públicos, por lo que se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado de Derecho. Así, el acceso a la información como garantía individual tiene por objeto maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones; incluso algunos instrumentos internacionales lo asocian a la libertad de pensamiento y expresión, a las cuales describen como el derecho que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Por otro lado, el acceso a la información como derecho colectivo o garantía social cobra un marcado carácter público en tanto que funcionalmente tiende a revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de autorrealización personal, sino como mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de las características principales del gobierno republicano, que es el de la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la administración. Por tanto, este derecho resulta ser una consecuencia directa del principio administrativo de transparencia de la información pública gubernamental y, a la vez, se vincula con el derecho de participación de los ciudadanos en la vida pública, protegido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En este sentido en el derecho a la información tienen una doble faceta, individual y social, que exigen no sólo que los individuos no vean impedida su posibilidad de manifestarse libremente, sino que se respete también su derecho como miembros de un colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.
Caso concreto.

Así, de acuerdo con los artículos 1°, segundo párrafo, 3, fracciones XVII y XXXV, 6° y 23 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de la Ley de Transparencia citados, la autoridad está obligada a entregar la información que le fue solicitada, sobre todo porque se trata del ejercicio de recursos públicos, pues además de los preceptos mencionados se encuentran las tesis, P./J. 106/2010 y 1a. CXLV/2009 emitidas por el Pleno y Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Páginas 1211 y 2712, Tomos XXXII y XXX, Noviembre de 2010 y Septiembre de 2009, de la Novena Época, Materias Constitucional, respectivamente cuyos rubros y textos son:  

RECURSOS PÚBLICOS. LA LEGISLACIÓN QUE SE EXPIDA EN TORNO A SU EJERCICIO Y APLICACIÓN, DEBE PERMITIR QUE LOS PRINCIPIOS DE EFICIENCIA, EFICACIA, ECONOMÍA, TRANSPARENCIA Y HONRADEZ QUE ESTATUYE EL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUEDAN SER EFECTIVAMENTE REALIZADOS. El citado precepto constitucional fue reformado por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 2008, a fin de fortalecer la rendición de cuentas y la transparencia en el manejo y administración de los recursos públicos, con el firme propósito de que su utilización se lleve a cabo bajo la más estricta vigilancia y eficacia, con el objeto de garantizar a los ciudadanos que los recursos recibidos por el Estado se destinen a los fines para los cuales fueron recaudados. En este tenor, el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estatuye que los recursos económicos de que disponga el Estado deben administrarse con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados, y prevé que las leyes garanticen lo anterior. Así, para cumplir con este precepto constitucional, es necesario que las leyes expedidas en torno al uso de recursos públicos recojan, desarrollen y permitan que estos principios y mandatos constitucionales puedan ser efectivamente realizados. 

GASTO PÚBLICO. EL ARTÍCULO 134 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ELEVA A RANGO CONSTITUCIONAL LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD, EFICIENCIA, EFICACIA, ECONOMÍA, TRANSPARENCIA Y HONRADEZ EN ESTA MATERIA. Del citado precepto constitucional se advierte que el correcto ejercicio del gasto público se salvaguarda por los siguientes principios: 1. Legalidad, en tanto que debe estar prescrito en el Presupuesto de Egresos o, en su defecto, en una ley expedida por el Congreso de la Unión, lo cual significa la sujeción de las autoridades a un modelo normativo previamente establecido. 2. Honradez, pues implica que no debe llevarse a cabo de manera abusiva, ni para un destino diverso al programado. 3. Eficiencia, en el entendido de que las autoridades deben disponer de los medios que estimen convenientes para que el ejercicio del gasto público logre el fin para el cual se programó y destinó. 4. Eficacia, ya que es indispensable contar con la capacidad suficiente para lograr las metas estimadas. 5. Economía, en el sentido de que el gasto público debe ejercerse recta y prudentemente, lo cual implica que los servidores públicos siempre deben buscar las mejores condiciones de contratación para el Estado; y, 6. Transparencia, para permitir hacer del conocimiento público el ejercicio del gasto estatal. 
Es decir, que cuando se trata del ejercicio de los recursos públicos se parte de la base de que toda la información es pública, pues el saberse este tipo de información contribuye a la rendición de cuentas por lo siguiente: 

Primero, el ente obligado no negó por no poseerla, sino porque la autoridad mencionó que de darse a conocer esa información se hacía identificable, según ella, el servidor público.
Segundo, que está demostrado que el ente obligado sobre este tipo de información no negó que no se les proporcione recursos públicos a la persona de la cual se pidió información.

Tercero, que la rendición de cuentas sobre el ejercicio de recursos públicos es vital importancia para la vida democrática de este Estado.

Cuarto, que quien reciba cualquier beneficio del erario público, queda por ese solo hecho sujeto a las obligaciones de transparencia y queda, en un grado de protección menor en cuanto a ciertos datos personales e información confidencial. No así de quien no reciba ningún tipo de beneficio proveniente del erario público, pues este tipo de personas tienen una protección amplia en cuanto a la confidencialidad de sus datos personales.

Quinto, que, de la información que le fue solicitada es eminentemente pública, según se demuestra a continuación.

	Solicitud de acceso a la información pública
	Artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado

	1. La fecha exacta en la que fueron dadas de alta en la nómina de la UASLP y que laboran en las siguientes áreas al interior de la UASLP.

1.1. Jefe de Relaciones Públicas y Catedrática de la Facultad del Habitad, Gladis Farías de Villar.

1.2. Dirección de Imagen y Promoción Institucional, Gladis Villar Farías. 

1.3. Departamento de Diseño y Construcción de Espacios, Sofía Villar Farías.

1.4. Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración, Jonathan Corpi Navarro.


	ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

[…]

X. El directorio de todos los servidores públicos, independientemente de que brinden atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, y versión pública de su currículum vitae que deberá contener, la copia correspondiente al título profesional y cédula que acredite su ultimo (sic) grado de estudios;

	2. Todos y cada uno de los nombramientos de: 

2.1. Gladis Farías de Villar, Jefe de Relaciones Públicas. 

2.2. Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad.

2.3. Gladis Villar Farías, Dirección de Imagen y Promoción Institucional. 

2.4. Sofía Villar Farías, Departamento de Diseño y Construcción de Espacios.

2.5. Jonathan Corpi Navarro, Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración.

2.6. Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.


	ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

[…]

X. El directorio de todos los servidores públicos, independientemente de que brinden atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, y versión pública de su currículum vitae que deberá contener, la copia correspondiente al título profesional y cédula que acredite su ultimo (sic) grado de estudios;

	3. Todas y cada una de las percepciones de cualquier tipo y rubro que han percibido, desde que fueron dados de alta en la nómina de la UASLP y que laboran en las siguientes áreas al interior de la UASLP.

3.1. Gladis Farías de Villar, Jefe de Relaciones Públicas.

3.2. Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad.

3.3. Gladis Villar Farías, Dirección de Imagen y Promoción Institucional. 

3.4. Sofía Villar Farías, Departamento de Diseño y Construcción de Espacios.

3.5. Jonathan Corpi Navarro, Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración.


	ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

[…]

XI. La remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas de compensación, señalando la periodicidad de dicha remuneración;

	5. Todas y cada una de las evaluaciones, estipuladas bajo el programa PROMEP, a las que fueron sometidos Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.


	ARTÍCULO 89. Además de lo señalado en el artículo 84 de la presente Ley, las instituciones de educación superior públicas dotadas de autonomía deberán poner a disposición del público, de oficio, y en forma completa y actualizada la siguiente información:
[…]

VIII. Resultado de las evaluaciones del cuerpo docente, y

	6. De ser el caso, solicito la convocatoria y los exámenes de oposición mediante los cuales Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad, obtuvieron las plazas respectivas como docentes, académicos, profesores, profesores tiempo completo o como se denomine la plaza al interior de la UASLP.


	ARTÍCULO 89. Además de lo señalado en el artículo 84 de la presente Ley, las instituciones de educación superior públicas dotadas de autonomía deberán poner a disposición del público, de oficio, y en forma completa y actualizada la siguiente información:
[…]

VI. Las convocatorias de los concursos de oposición; 


Como se vio, sobre esos tres primeros puntos de la solicitud de acceso a la información pública, es incluso de aquélla información que debe de ser transparentada.
Por lo que toca a la demás información sobre:

4. Todas y cada una de las hojas de actividades con sellos y firmas acorde a lo establecido en el artículo 57 del contrato de las condiciones gremiales del personal académico de la UASLP de Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.
Dicho punto, aunque no se trata de información que deba de transparentarse de oficio, la misma es pública, pues se trata de actividades de las propias personas que trabajan en la institución.
Debe recordase que el sujeto obligado negó la información porque de acuerdo a ella, dicha información hacía susceptible a las personas de identificación o las hacían identificables, empero, en el caso, como ha quedado visto por el sólo hecho, las personas al laborar dentro de la institución son susceptibles de der identificadas porque reciben recurso proveniente del erario público.

Por tal razón, la negativa del sujeto obligado para negar la información porque se hace identificable quien recibe recurso público o tiene actividades dentro del órgano autónomo es no es válido a la luz de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado e incluso lo anterior se sostiene con el propio artículo 3°, fracción XVII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado que refiere:

XVII. Información confidencial. la información en posesión de los sujetos obligados que refiera a datos personales; la que se refiere a los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; así como aquella que presenten los particulares a los sujetos obligados siempre que tengan el derecho a entregarla con ese carácter; y toda aquella información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentra en posesión de alguno de los entes obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales;
En este orden de ideas, de las personas a la cuales se pidió esa información, está relacionados con su actividad de una universidad pública, que a su vez cumple con una función estatal: impartir educación en los niveles establecidos por la Constitución Federal prevista en la fracción VII, del artículo 3°. De ahí que se encuentre justificado el mayor escrutinio al que está sometido su desempeño, claro está, en el marco establecido por la propia Constitución en su artículo 6, cuarto párrafo, apartado A, fracción I, 16, segundo párrafo y las disposiciones ya vistas de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, independientemente de que se trate de personas que se encuentre en un área que no sea propiamente la docente o sean docentes.

De ahí que, contrariamente a lo que afirma el ente obligado, la información a la que se pretende acceder está revestida de relevancia pública en tanto involucra un ejercicio de la utilización de recursos públicos. 
Por ello, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública considera que, en una sociedad democrática, hay un margen reducido a cualquier restricción sobre cuestiones de interés público, como es el ejercicio de los recursos públicos, sin que se llegue al extremo de que las personas que reciban dichos recursos no puedan protegidos en cuanto a ciertos datos de carácter personal o confidencial, pero no lo que se trata en este asunto, porque en el trato de erario público se debe de ser acorde con los principios del pluralismo democrático y a través de mecanismos que no tengan la potencialidad de generar inhibición en cuanto al acceso a la información que es pública.


Por todo lo anterior, el agravio es fundado, por lo que los efectos de la resolución se precisarán más adelante.


7.2. Modalidad de entrega.

Ahora, los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.
ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 
[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…

Así, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante –y que ccuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega– y que  en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.
Que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.
De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es ccuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, por lo que el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.
En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y aunque, si bien es cierto es que el recurrente no expresó la modalidad de entrega de la información, sin embargo, tal omisión no implica la discrecionalidad del sujeto obligado para que entregue la información peticionada en la modalidad que prefiera, puesto que si el solicitante presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.

Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:
MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.

Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado. 

Sentado lo anterior, la entrega de la información deberá de hacerse por el medio designado por el recurrente y, sólo en caso de que ente obligado no ofrezca esa modalidad entonces deberá de fundar y motivar su respuesta del porqué no la tiene en esa modalidad así como de ofrecer todos aquéllos para que el recurrente pueda allegarse de la información.

En el entendido de que, si el sujeto obligado no tiene la información en la modalidad electrónica debe atender los artículos 22, 62 y 165
, esto es propiciar las condiciones necesarias para que el procedimiento de acceso y entrega de la información, al menos las primeras veinte hojas sean entregadas sin costo en atención al principio de máxima publicidad, ello en virtud de que sólo en caso de que no se le pueda permitir al solicitante la información en dichos medios electrónicos.

Además de que, si no cuenta con la información en medios electrónicos –aparte de la entrega de forma gratuita de las primeras veinte hojas– el ente obligado para la reproducción de la información, debe de proporcionar todos aquéllos elementos que le permitan al recurrente conocer, por un lado, la imposibilidad técnica que aduce para enviarla de forma electrónica y, por otro lado, para conocer de cuántos documentos o fojas consta la información, así como los costos de la reproducción de la información, horarios de atención al público, lugar de las oficinas para el pago y entrega de la información y servidor o servidores públicos responsables de la atención.


7.4. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado el agravio que hizo valer el recurrente y otro en suplencia, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado revoque la respuesta proporcionada por los entes obligados y, éstos emitan otra en la que permita el acceso a la información sobre:
1. La fecha exacta en la que fueron dadas de alta en la nómina de la UASLP y que laboran en las siguientes áreas al interior de la UASLP.
1.1. Jefe de Relaciones Públicas y Catedrática de la Facultad del Habitad, Gladis Farías de Villar.
1.2. Dirección de Imagen y Promoción Institucional, Gladis Villar Farías. 

1.3. Departamento de Diseño y Construcción de Espacios, Sofía Villar Farías.

1.4. Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración, Jonathan Corpi Navarro.

2. Todos y cada uno de los nombramientos de: 
2.1. Gladis Farías de Villar, Jefe de Relaciones Públicas. 

2.2. Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad.

2.3. Gladis Villar Farías, Dirección de Imagen y Promoción Institucional. 

2.4. Sofía Villar Farías, Departamento de Diseño y Construcción de Espacios.

2.5. Jonathan Corpi Navarro, Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración.

2.6. Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.

3. Todas y cada una de las percepciones de cualquier tipo y rubro que han percibido, desde que fueron dados de alta en la nómina de la UASLP y que laboran en las siguientes áreas al interior de la UASLP.
3.1. Gladis Farías de Villar, Jefe de Relaciones Públicas.

3.2. Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad.
3.3. Gladis Villar Farías, Dirección de Imagen y Promoción Institucional. 

3.4. Sofía Villar Farías, Departamento de Diseño y Construcción de Espacios.

3.5. Jonathan Corpi Navarro, Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración.

4. Todas y cada una de las hojas de actividades con sellos y firmas acorde a lo establecido en el artículo 57 del contrato de las condiciones gremiales del personal académico de la UASLP de Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.
5. Todas y cada una de las evaluaciones, estipuladas bajo el programa PROMEP, a las que fueron sometidos Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad.

6. La convocatoria y los exámenes de oposición mediante los cuales Gladis Farías de Villar, Catedrática de la Facultad del Habitad, Jonathan Corpi Navarro Profesor Adscrito a la Facultad de Contaduría y Administración y Mario García Castañón Profesor Adscrito a la Facultad del Habitad, obtuvieron las plazas respectivas como docentes, académicos, profesores, profesores tiempo completo o como se denomine la plaza al interior de la UASLP.


7.5. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

·  En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada y, en caso de que el sujeto obligado no contenga la información  en esa modalidad, entonces deberá de permitir la reproducción gratuita de las primeras veinte fojas y el resto deberá de cobrar el precio de la reproducción excedente. En el entendido de que en el último supuesto deberá de proporcionar lugar y horarios de atención al público, personas que lo atenderán, así como todos aquéllos elementos que permitan y faciliten el pago y la entrega de la información. 

·  Si las primeras veinte fojas que se ordenó la entrega gratuita contiene datos personales, entonces las mismas dejarán de ser de forma gratuita, ello porque el sujeto obligado debe de elaborar la versión pública de conformidad con el artículo 125 de la Ley de Transparencia y, por ende la reproducción corre a cargo del solicitante. 

· El ente obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública, con la debida precaución de lo que ya se dijo en la presente resolución, en el sentido de analizar qué es público y que no. 

7.6. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de tres días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado una vez que la presente resolución se declare ejecutoriada.

7.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a la notificación del auto que la declare ejecutoriada en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

7.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar el presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública revoca por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 383/2016-2 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 21 VEINTIUNO  DE FEBRERO  DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en la foja 1, 4 y 5 de autos. 


� Visible en la foja 25 de autos.


� Visible en la foja 1, 7 y 9 de autos.


� CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.


� ARTÍCULO 22. En el procedimiento de acceso, entrega y publicación de la información se propiciarán las condiciones necesarias para que ésta sea accesible a cualquier persona.


ARTÍCULO 62. Los sujetos obligados deberán atender al principio de máxima publicidad, permitiendo que la información pública se difunda en medios electrónicos que facilite su reproducción directa por el interesado o solicitante. En los demás casos, respetando el principio de gratuidad, los sujetos obligados observarán las cuotas que se fijen en sus respectivas Leyes de Ingresos por su reproducción. 


Los sujetos obligados que por su naturaleza jurídica no cuenten con Ley de Ingresos, deberá remitirse a la Ley de Ingresos del Estado o Municipios, según corresponda.


ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: […] La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante… 





